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RENTA. EL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN XXX, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE 
A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL LIMITAR LA DEDUCCIÓN DE LAS EROGACIONES 
QUE A SU VEZ CONSTITUYAN INGRESOS EXENTOS PARA LOS TRABAJADORES, NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El citado precepto 
contiene una regla de no deducibilidad de los pagos que a su vez sean ingresos exentos para el 
trabajador, hasta por la cantidad que resulte de aplicar el factor de 0.53, o bien, de 0.47 cuando las 
prestaciones otorgadas por los contribuyentes a sus trabajadores en el ejercicio de que se trate, no 
disminuyan respecto de las otorgadas en el ejercicio fiscal inmediato anterior. Ahora, esas 
erogaciones son de carácter estructural al estar vinculadas con la generación del ingreso, y si bien 
deben ser reconocidas por el legislador, ello no impide que se impongan restricciones o límites 
basados en una finalidad constitucionalmente válida, sean racionales y razonables. Así, el precepto 
de referencia no viola el principio de proporcionalidad tributaria, pues del proceso legislativo que le 
dio origen se advierte que una de las finalidades que persigue la norma es el combate a la elusión 
fiscal, ya que: a) Constituye una finalidad constitucionalmente válida con fundamento en una 
interpretación sistemática de los artículos 3o., 16, 25 y 31, fracción IV, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. b) Existe una relación de índole instrumental entre el medio utilizado 
y el fin pretendido (racionabilidad), pues desincentiva el abuso en el ejercicio del derecho a deducir 
esos gastos ante la ausencia de impuestos mínimos de control, reservando las erogaciones a los 
casos en que resulte estrictamente indispensable para el desarrollo de las actividades de la persona 
moral, y evitando con ello prácticas en las que se utilicen las deducciones de manera atípica o 
distorsionada. Por tanto, es idónea en cuanto permite reconducir el ejercicio del reconocimiento de 
la deducción al fin primordial para la que fue creada, constituyendo con ello una medida correctiva 
que contribuye al combate de prácticas elusivas de las empresas, y necesaria, en virtud de que ante 
la desaparición de impuestos mínimos de control en el sistema de renta, el legislador consideró 
indispensable introducir una medida tendente a combatir esas prácticas -generalmente advertidas- 
en las que incurren las personas morales en su calidad de patrones. c) Se cumple una relación 
proporcional entre los medios y los fines (razonabilidad), pues se reconoce la deducción aunque sea 
de manera parcial respecto de un gasto cuya relación con la generación de los ingresos de las 
personas morales es indeterminada, de forma que no se nulifica la eficacia en el reconocimiento de 
la erogación, e inclusive la propia legislación da un efecto fiscal a los conceptos no deducibles por lo 
que respecta al cálculo de la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas. 
Además, la obligación de proveer previsión social corresponde al patrón en coadyuvancia con el 
Estado, por lo que asumir como un derecho absoluto e ilimitable la deducción de las erogaciones de 
que se trata, implicaría trasladar íntegramente el impacto económico al Estado, por la disminución 
de los ingresos tributarios por concepto de impuesto sobre la renta. 

Amparo en revisión 1012/2014. Akalán, S.A. de C.V. 21 de septiembre de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco González Salas votó con reservas. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal 
Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas. 

Amparo en revisión 684/2014. Servicio Industrial Umán, S.A. de C.V. 26 de octubre de 2016. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco González Salas votó con 
reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: 
Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas. 

Amparo en revisión 766/2014. Fernando José Marrufo Gómez, S.A. de C.V. 26 de octubre de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco González Salas 
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votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas. 

Amparo en revisión 925/2014. Combustibles y Lubricantes La Florida, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco González Salas 
votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas. 

Amparo en revisión 112/2015. Marbol Industria Mueblera, S.A. de C.V. 26 de octubre de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco González Salas 
votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas. 

Tesis de jurisprudencia 189/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis. 

Esta tesis se publicó el viernes 02 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de diciembre 
de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 


